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RESUMEN 

Al terminar la década de 1990, el balance sobre la planificación 
económica y social es heterogéneo. Dependiendo de lo que entendamos 
por proceso o sistema de planificación en cada país (agentes, agencias, 
sujetos, conocimientos, proyectos político, procedimientos, asignación 
de recursos, imagen-objetivo, institucionalidad y otros), los resultados 
son dispares. 

Del balance se desprende, sin embargo, la necesidad de que el Estado 
cuente con una agencia o figura que le permita cumplir tareas básicas e 
insustituibles de planificación, cualquiera que sea el estilo de desarrollo o 
reforma que se adopte. Se trata de recoger las experiencias, consolidar lo 
avanzado, enmendar lo que se considere inconveniente y adoptar los 
cambios necesarios. 

Los trabajos de esta publicación se concentran en tres tareas 
fundamentales: 

En primer lugar, un esfuerzo de prospectiva para incorporar 
previsión, coherencia, unidad y reducción de la incertidumbre, 
todo ello acompañado de una asignación eficiente y equitativa de 
los recursos fiscales, a fin de atender con prioridad los servicios, la 
infraestructura y las obras que demanda la reducción de la pobreza 
y las desigualdades. 

En segundo lugar, la coordinación intersectorial, con la consecuente 
compatibilización entre presupuesto y programas y la regulación de 
los mercados, a fin de darle dirección al proceso social y orientación 
coherente al cambio, y asegurar una asignación eficiente y equitativa 
de los recursos, en corisonancia con las prioridades que demanda un 
Estado moderno y competitivo. 

En tercer lugar, el seguimiento y evaluación de planes, programas y 
proyectos como labor fundamental de un modelo de gestión pública 
orientado a resultados, y el establecimiento de un sistema de 
indicadores de desempeño. 
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ABSTRACT 

The region ended the 1990s with mixed results in the area of economic 
and social planning. The outcomes of planning exercises have varied 
depending on what is understood by the planning process or system in 
each country (agents, agencies, subjects, knowledge, political agenda, 
procedures, resource-allocation, target-image, institutional framework 
and others). 

One point that does emerge, however, is the need for the State to 
have an agency or representative through which it can perform basic, 
irreplaceable planning duties, whatever the style of development or 
reform adopted. These include compiling experiences, corisolidating 
gains, amending what is corisidered inappropriate and introducing any 
changes that may be necessary. 

The studies presented in this publication focus on three basic tasks: 
First, an attempt to incorporate forecasting, consistency and imity 
and to reduce imcertainty together with an efficient and equitable 
allocation of fiscal resources in order to give priority attention to the 
services, infrastructure and projects required for reducing poverty 
and inequalities. 

- Second, intersectoral coordination together with the aligrunent of 
budgets and programmes and market regulation in order to give 
direction to ti\e social development process, orient change in a 
coherent manner and ensure efficient and equitable resource 
allocation in accordance with the priorities of a modem and 
competitive State. 

Third, monitoring and evaluation of plans, programmes and projects 
as the fundamental task of a results-oriented, public management 
model and the establishment of a system of performance indicators. 

13 





FUNCIÓN DE EVALUACIÓN DE PLANES, 
PROGRAMAS, ESTRATEGIAS Y 

PROYECTOS 

Eduardo Wiesner 





RESUMEN 

Por gestión integral se entiende la articulación permanente de los 
procesos de planeación, ejecución y evaluación que se retroalimentan 
mutuamente y permiten el rediseño continuo de las acciones públicas. 
La necesidad de evaluar las acciones del Estado en los países de América 
Latina surge de tres tipos de situaciones: (i) la importancia de introducir 
mayor racionalidad en los ajustes o correcciones fiscales, lo que supone 
un adecuado conocimiento de las actividades del sector público y de su 
impacto para efectuar los recortes de manera diferenciada y según 
prioridades bien establecidas; (ii) el alto costo político que pagan los 
gobiernos cuando la opinión pública percibe poca eficiencia y eficacia en 
los programas públicos; (iii) la mayor demanda de transparencia y de 
responsabilidad por parte de sociedades más democráticas. Esta 
necesidad debería generar una mayor demanda de evaluación pero las 
rigideces institucionales mencionadas configuran en los hechos un 
mercado donde la oferta es abundante -en respuesta a las facilidades 
existentes para financiarla- pero la demanda es relativamente escasa. La 
pregunta básica sería cómo aumentar la demanda de evaluación. 

Dentro del necesario ejercicio de evaluación de la gestión pública se 
puede distinguir dos tipos de evaluación: aquella que se refiere a las 
organizaciones públicas y aquella otra cuyo objeto es más amplio, que 
serían los marcos macroinstitucionales dentro de los cuales dichas 
organizaciones se desenvuelven. 

La evaluación de las organizaciones públicas puede darse bajo dos 
formas: la autoevaluación y la evaluación estratégica. 

Para incrementar la demanda de autoevaluación habría que lograr 
que ésta se convierta en un iitótrumento de aprendizaje -para lograr ima 
mejor gestión- y no de sanción. No imponerla sino incentivarla, al 
cor\stituirla en condición para incrementos presupuestarios y que además 
tenga claros réditos políticos, ya que los mercados en que se desenvuelven 
quienes requieren de tales incrementos son fundamentalmente poKticos. 
Caracterizar a la evaluación como im ejercicio de aprendizaje es tanto más 
importante cuanto no existen metodologías uniformes para realizarlo y en 
todos los casos implica partir de defirür los objetivos específicos dentro de 
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la misión de cada organización en un momento dado. En las 
autoevaluaciones deben ser las orgarúzaciones y sus gerentes quienes 
establezcan los objetivos específicos, los indicadores a utilizar, los 
mecanismos de evaluación y los procesos de corrección. 

En principio todas las organizaciones públicas deberían estar en 
igualdad de condiciones para poder introducir mecanismos de 
autoevaluación pero esta política debería ser complementada con 
evaluaciones extemas en el caso de programas estratégicos: en principio, 
donde es más difícil la competencia económica y en los casos donde el gasto 
tiende a aumentar más aceleradamente que el PIB. 

Probablemente donde la evaluación podría tener mayor impacto 
sería en el caso de los marcos macroinstitucionales, definiendo a éstos como 
las reglas del juego que se dan las sociedades para su funcionamiento: por 
im lado, normas y conductas, y, por otro, procedimientos para hacer que su 
cumplimiento sea obligatorio (North, 1990). Las primeras corresponderían 
básicamente a los marcos normativos económico, político y social, y los 
segimdos a la administración de la justicia. Estos marcos son los que 
determinan la efectividad de los procesos de evaluación de proyectos y 
programas que se desenvuelven en su interior. 

La evaluación por resultados no ha logrado despegar en América 
Latina, sobre todo porque no se ha conseguido remover las restricciones y 
beneficios particulares a que dan lugar los marcos macroinstitucionales 
aún en vigencia. Esta debilidad institucional es aprovechada por intereses 
específicos dentro del sector público que impiden que la evaluación se 
constituya ,en instrumento de reforma y modernización. Gran parte del 
gasto social termina siendo capturado por rent seekers, más preocupados 
de sus propios intereses que de objetivos globales. Los rent seekers son 
frecuentes en funciones públicas tales como la educación, la salud, la 
infraestructura, las comimicadones, la justicia y la seguridad social. Este 
fenómeno de captura lleva a evaluaciones espúreas, "precisas pero falsas", 
y débilmente vinculadas a los procesos de asignación de recursos. 
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INTRODUCCIÓN 

Aunque la evaluación de resultados y el desarrollo de la capacidad de 
evaluación ya tienen alguna tradición académica y aun operacional en 
América Latina y el Caribe, llama la atención que estos instrumentos no 
hayan podido ser incorporados del todo a los procesos de reforma y 
modernización del Estado en la región. En efecto, desde comienzos de la 
década de 1990 la evaluación de resultados ha recibido gran atención de 
parte del Banco Interamericano de Desarrollo (BID),' del Banco Mundial,^ 
del Comité de Asistencia para el Desarrollo (CAD),' de las Naciones 
Unidas,'' de varios académicos y técnicos' y de algunos gobiernos,' sin que 
se la haya logrado insertar firmemente en los procesos de reforma como 
parte integral de la gestión pública. 

Frente a esta realidad surgen al menos las tres siguientes preguntas: 

i) ¿Qué explica el hecho de que no haya una más efectiva evaluación 
de resultados en la región? 

ii) ¿Cuáles son las principales restricciones que limitan una mayor 
utilización de la evaluación? 

iii) ¿Cuál sería la estrategia para avanzar operacionalmente en la 
mayor aplicación de la evaluación en los procesos de reforma? 

El presente documento tiene como objetivo ofrecer algunas 
respuestas preliminares a estos interrogantes y facilitar la discusión de esta 

1 Véase BID y OCDE (1993). 
2 Durante los últimos años el Departamento de Evaluación de Operaciones (DEO) y el Banco 

Mundial en general han auspiciado conferencias y programas de evaluación en la región. Véanse 
por ejemplo, Evaluation and Development (1994); Picciotto y Wiesner (1998); Mackay (1998 y 
1999a). 

3 Véase OCDE (1992). 
4 El Programa de las Nadones Unidas para el Desarrollo (PNUD) organizó un programa de 

evaluaciones estratégicas en distintos países y auspició reimiones de expertos en Nueva 
York en 1997 y 1998. El programa está a cargo del Departamento de Coordinación de 
PoKticas y de Desarrollo Sostenible. 

5 Véanse por ejemplo, Wiesner (1993); Reos (1994); Guerrero (1992). 
6 Tal es el caso del Sistema de Evaluación de Resultados de la Gestión (SINERGIA), de 

Colombia. Al respecto, véase Ocampo (1996a). 
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problemática. El énfasis recaerá más en las restricciones y en la estrategia 
que en los méritos intrínsecos o potenciales de la evaluación. Se parte del 
supuesto de que ésta ya es aceptada a nivel teórico, técnico y aun 
político, al menos nominalmente, pero todavía subsisten serias 
restricciones para su pleno desarrollo en la región, restricciones que 
podrían mitigarse mediante la acción del ILPES, de la CEPAL y de 
entidades multilaterales análogas que trabajen en colaboración con los 
gobiernos que así lo deseen. 

20 



I. LAS RESTRICCIONES PRESUPUESTARIAS 
E INSTITUCIONALES 

A grandes trazos, las restricciones para el mayor uso de la evaluación de 
resultados se podrían clasificar, en su orden, en tres grupos: primero, 
aquellas que se originan en las características institucionales y 
presupuestarias que ha estado adquiriendo una parte creciente del gasto 
público; segundo, las que surgen de las limitaciones de economía política 
y, por último, las que provienen de la rápida expansión del gasto 
agregado en el sector público de muchos países de la región. Desde luego, 
hay estrecha interdependencia entre estos tres grupos de restricciones. 

1. La inflexibilidad de las transferencias y del gasto sectorial 

Uno de los frentes donde más rápidamente ha crecido el gasto público en 
América Latina y el Caribe es el de las transferencias al nivel territorial y a 
algunos sectores específicos, como los de educación y salud. Estas 
prioridades de gasto responden a políticas de descentralización y de 
equidad que son apropiadas para países con una larga tradición centralista 
(Véliz, 1980) y con serios problemas de distribución del ingreso. Sin 
embargo, lo que no es tan apropiado;Son las condiciones institucionales y 
presupuestarias que enmarcan ese gasto. Ocurre que, en general, gran 
parte de éste se hace por medio de transferencias atadas a una base de 
ingresos del gobierno central, muchas veces con metas de gasto total, 
independientemente de los resultados que efectivamente se estén 
logrando. 

Esta modalidad de gasto corifigura, de facto, rentas de destinación 
específica, con gran inflexibilidad, que aseguran el financiamiento pero sin 
dejar mayor margen para la evaluación de resultados. Cuando la 
legislación contempla la realización de evaluaciones, no pocas veces el 
acento recae en los insumos' y en los procesos más que en los resultados. 

En varios países, Colombia y Ecuador por ejemplo, las trai^ferencias para educación 
básica tienen una destinación tan específica que sólo se permite, en la práctica, financiar 
sueldos de maestros y, en muchos casos, sólo en determinadas áreas geográficas. Ello 
establece ',ina enorme rigidez, cuando es notorio que una mejor gestión requiere una 
substitución fácil entre insumes. Véase Wiesner (1998). 
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Estas evaluaciones terminan siendo espurias (Wiesner, 1997, p. 77), en el 
sentido de que no afectan ni a las políticas ni a los presupuestos, ni a los 
resultados. Son lo que Asher (1996) llama "evaluaciones precisas pero 
falsas". 

2. Las restricciones de economía política 

Por lo general, el gasto que hace las mayores exigencias técnicas e institudorwles 
es aquel orientado a igualar las "condiciones iniciales" y a subvencionar a los 
grupos de más bajos ingresos. Las "tecnologías sociales"' necesarias para 
"producir" educación o salud son mucho más complejas que la tecnología 
requerida para construir infraestructura física, en forma de carreteras o de 
generación eléctrica. 

Por otra parte, en los sectores sociales, más que en los de 
infraestructura física, se presenta él fenómeno de la determinación 
endógena de las políticas. Esto significa que grupos organizados,' como los 
sindicatos del sector público, influyen en el diseño de las políticas y logran 
captar'" rentas" no relacionadas con los resultados efectivamente 
logrados". Por último, en los sectores de educación primaria y secundaria, 
así como en el de la salud, hay problemas de monopolio de oferta" y de 
competencia que limitan la aplicación real de las evaluaciones de 
resultados. 

3. El creciente gasto público agregado 

Desde comienzos de la década de 1990, cuando se procuró darle vm mayor 
papel a la evaluación de resultados, se vio que sería necesario xm entorno 
macroeconómico que i) fuera propido a la acdón de los mercados, y ii) 
redujera el monto total del gasto público como porcentaje del producto interno 
bruto (PIB) a niveles sostenibles. Y así ha ocurrido en no escaso grado. Muchos 
países han adoptado importantes reformas que dan prioridad a la acdón de 

8 Para un interesante y original desarrollo del concepto de "tecnología social", véase Nelson 
y Sampat (1999). 

9 La obra seminal sobre el papel que desempeñan los "grupos organizados" en la defensa de sus 
intereses específicos en contra de la "lógica colectiva" es del profesor Mancur Olson (1965). 

10 El término captación es el utilizado en la literatura relacionada con la regulación y los 
captadores de renta {rent-seekers). La captación corresponde a los beneficios que extraen -sin la 
acción del mercado- quienes se organizan alrededor de una intervención estatal y logran privilegios 
especiales. Al respecto, véase Priest (1993). 

11 La literatura sobre "búsqueda de renta" o "actividades directamente improductivas" es 
abundante. Algimas referencias son: Bhagwati (1978); Krueger (1974, pp. 291-303); 
Buchaiwn, Tollison y Tullock (1980); Lal Deepak (1987, pp. 273-299). 

12 Véase Wiesner (1998b). 
13 La mayoría de los estudios en Colombia coinciden en el diagnóstico de que hay serios problemas por 

el lado de la oferta. Véanse Vélez (1994) y Ramírez Jaramillo (1995). 
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mercados y que biascan una asignación de recursos más influida por la 
competencia que por la discredonalidad. Sin embargo, los niveles del gasto 
púbHco agregado" -en todas sus modalidades, incluyendo seguridad social, 
gastos parafiscales, contribuciones especiales, sectores descentralizados y 
ob-c»- no parecen haberse reducido sigrúficativamente sino en algunos 
pocos casos (véase el cuadro 1). 

C u a d r o 1 
AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE: GASTOS TOTALES DEL 

SECTOR PÚBLICO NO FINANCIERO, 1992-1998" 

1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998" 

Argent ina 18.9 18.7 18.2 18.4 17.8 18.6 17.8 
Brasil 30.7 33.3 29.3 32.8 32.9 34.1 40.2 
Colombia 25.8 28.6 27.5 32.3 35.9 36.7 37.2 
Costa Rica 27.6 27.6 32.7 30.8 31.9 31.3 31.1 
Ecuador 26.9 25.0 24.6 26.9 27.5 26.3 26.5 
G u a t e m a l a ' 10.7 10.6 9.2 9.2 9.1 10.6 12.8 
México 25.4 23.4 23.6 22.9 23.3 23.6 21.8 
Pa raguay 
P e r ú ' 

16.3 15.3 16.1 18.3 18.2 20.7 21.0 Pa raguay 
P e r ú ' 12.7 13.9 15.8 16.7 15.9 14.9 14.9 
U r u g u a y 30.4 31.7 33.0 32.0 31.8 33.3 33.1 

Fuente: CEP AL, sobre la base de cifras oficiales. 
° Calculados a partir de cifras en moneda twdonal a precios corrientes. 
' Cifras preliminares. 
' Se refiere al Gobierno Central. 

Esto no es de extrañar. Después de todo, lo que se denomina 
reducción del tamaño del sector público es un proceso mucho más 
complejo de lo que normalmente se piensa. En realidad, las reformas de 
este tipo podrían resultar más difíciles de llevar a cabo que las de 
liberalización del comercio o del sector financiero. Según Rama (1999), la 
principal razón de ello radica en las restricciones de información y de 
economía política, así como en las dificultades gerenciales y legales para, en 
efecto, calcular los costos reales a corto y mediano plazo. 

Como se verá más adelante, esta es un área donde las evaluaciones 
estratégicas podrían ser de gran utilidad para poner a prueba las distintas 
hipótesis y las recomendaciones que normalmente se hacen con respecto a 
los procesos de reducción de tamaño del sector público. 

Lo que se sostiene no es que ese tamaño sea en sí adverso a la 
evaluación de resultados, sino que si el ritmo de crecimiento del gasto 
correspondiente es muy rápido, muchos agentes económicos y políticos 

14 En Colombia, por ejemplo, el tamaño del sector público no financiero (ingresos) pasó de 
representar 20.4% del PIB en 1990 a 29.7% en 1998. Por su parte, los gastos pasaron de 
representar 20.3% del PIB en 1990 a 33.2% en 1998. Véanse los cuadros 1 y 2 del anexo. 
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estimarán que no es necesario que las evaluaciones tengan resultado 
positivo para obtener parte de ese creciente gasto público. La hipótesis que 
este escrito plantea es que, si hubiese habido más evaluación de resultados, 
primero, no se habría dado un crecimiento tan rápido del gasto y, segundo, 
el gasto habría sido de mejor calidad y más sostenible. 

En resumen, aunque la evaluación de resultados ya logró un nicho 
conceptual en la región, y a rüvel teórico su potencial es reconocido, todavía 
subsisten difíciles restricciones de distinto tipo que habrá que ir superando, 
para que ésta logre desarrollarse operacionalmente como instrumento de 
modernización del sector público de los países de la región. 
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11. EL DESARROLLO DE LA CAPACIDAD 
DE EVALUACIÓN 

El desarrollo de k capacidad de evaluación está ligado a dos procesos 
interdependientes. Por uria parte, a su institucionalización normativa en 
algima entidad del gobierno; por otra, a la interacción entre la demanda de 
evaluaciones y la oferta de evaluaciones. Estos son los dos procesos 
determinantes del desarrollo de un mercado de evaluaciones. 

1. La institucionalización de la evaluación 

La naturaleza de las instituciones y las reglas de juego económico y político 
son las que definen, a largo plazo, la prosperidad o el atraso de las naciones 
y de las culturas". Dentro de esta apreciación, que prácticamente nadie 
cuestiona hoy en día, surge la pregvinta sobre dónde y cómo 
"institucionalizar" la evaluación de resultados como una parte integral del 
funcionamiento cotidiano'' del Estado. 

No hay una úrüca respuesta para esta pregunta. Cada país determinará 
la ubicación institucional de la evaluación dentro de su sector público, según 
sus propias características. En Colombia se situó en el Departamento Nacional 
de Planeación (DNP)" y su nacimiento se inició con la Constitución PoKtica de 
1991, cuyo artículo N° 343 estableció como responsabilidad del DNP el diseñar 
los sistemas de evaluación de gestión de resultados de la administración 
pública. 

En el caso de Chile, el proceso ha sido gradual y focalizado en ciertas 
áreas e instituciones. En 1994 se creó un Comité Conjunto integrado por el 
Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia y el 
Ministro del Interior, cuya principal tarea fue la de apoyar diversas 
reformas para mejorar la gestión pública. La Dirección del Presupuesto fue 
el principal conducto para ello. Se dio gran prioridad al diseño y a la 

15 Para una excelente síntesis de la interacción existente entre factores instituciorules, 
factores poKticos, progreso y reformas en la región, véase Graham y Nairn (1997). 

16 El desafio real a largo plazo no es hacer "unas" evaluaciones, por importantes que sean, sino 
incorporar la evaluación a la práctica del día a día en las entidades del sector público. 

17 En Colombia, el Sistema de Evaluación de Iteultados de la Gestión quedó legalmente establecido 
por la resolución N® 63 del 21 de febrero de 1994 del Consejo Nacional de Política Económica y Social 
(CONPES). El fimdamento legal de esta resolución fiie el decreto N® 2167 del año 1992. 
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efectiva utilización de "indicadores de gestión", cuyo énfasis recayó en los 
resultados más que en los procesos e insumos". Este esquema parece seguir 
funcionando satisfactoriamente. 

En líneas generales, podría decirse que casi cualquier enfoque con 
respecto a la ubicación institucional puede resultar adecuado, siempre que 
exista la firme decisión política de las autoridades de hacerlo funcionar; 
pero esta afirmación no deja de ser algo tautológica, pues sólo ex post se 
sabrá si ese apoyo fue real y efectivo. Poniéndose en el plano ex ante, sin 
embargo, es decir, cuando aún no sé sabe del todo cómo se desenvolverá la 
evaluación, este escrito se inclina por recomendar situarla cerca del 
presupuesto. Del presupuesto que sea, del nacional, del mimicipal o del 
territorial, pero siempre buscando la cercarua" a la fuente de recursos. 

Más allá de estas consideraciones, ¿cómo podría configurarse un 
plan de acción específico para desarrollar la capacidad de evaluación? 
Aunque no existe una fórmula única para diseñar un plan de acción, su 
arquitectura casi siempre habrá de contener los siguientes elementos o 
pasos: 

i) Un resumen de las funciones y responsabilidades de algunas 
de las principales entidades públicas, con un diagnóstico de 
su desempeño institucional real en contraste con el nominal 
o legal. 

ii) Un examen analítico de la interacción entre los presupuestos, el 
manejo de la información y el papel de los ministerios. 

iii) Identificación de los incentivos reales que hay detrás de las 
conductas institucionales y gerenciales, tanto de las autoridades 
presupuestarias como de los agentes del gasto. 

iv) Determinación de la demanda real existente dentro del gobierno 
de mediciones o evaluaciones de desempeño. 

v) Examen de la capacidad de evaluación desde el lado de la oferta a 
nivel del gobierno, de las imiversidades y de los centros de 
investigación. 

vi) Identificación de los principales marcos de política y de reforma 
en el sector público. 

Con estos elementos^ se pueden configurar programas de acción en 
general o im programa específico de evaluaciones estratégicas, como se 
señalará más adelante.^' 

18 Véase Marcel (1998). 
19 Cercanía que no debe significar pérdida de independencia y de credibilidad. 
20 Mackay es el autor de este excelente marco conceptual. Véase Mackay (1999b). 
21 Una publicación que resume la cuestión general del desarrollo de la capacidad de 

evaluación y los resultados de las evaluaciones estratégicas en varios países es la de 
Maconick y Morgan (1999). 
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2. La oferta y la demanda de evaluaciones 

Siempre que se persigue el desarrollo de un mercado surge la pregunta 
sobre la importancia relativa de los determinantes de la oferta y la 
demanda. En el caso del mercado de evaluaciones, una posible respuesta 
es la siguiente: 

"Las principales restricciones que constriñen el desarrollo de la 
función de evaluación son de carácter institucional, político y 
cultural. Esas restricciones influyen en las condiciones de oferta 
y demanda de la evaluación en im país y, a la vez, son resultado 
de ellas. En particular, por lo que a la oferta se refiere, se 
advierten limitaciones en cuanto a la calidad y la pertinencia de 
la información, la competencia técnica, los procedimientos 
operativos y las normas. En cuanto a la demanda, existen 
condiciones políticas y culturales que restringen el empleo de la 
evaluación y el uso de sus resultados como instrumento para la 
gestión y reforma del sector público" (BIDyOCDE, 1993, p. 13). 
Si bien esta afortunada síntesis destaca la circularidad que se da entre 

los distintos factores, al final del análisis se concluye que los factores de 
demanda son los que mejor apoyan la capacidad de evaluación. Ello es así 
pues un mercado desarrollado por la ruta de la demanda tiende a ser más 
eficiente y flexible que uno estimulado desde la oferta. Dentro de este 
erifoque estratégico la pregunta que surge es cómo desarrollar la demanda. 

3. El vínculo entre la evaluación y las 
asignaciones presupuestarias 

Hay muchas razones para pensar que la clave para desarrollar la capacidad 
de evaluación desde el lado de la demanda consiste en asegurar im vínculo 
operational entre los resultados de las evaluaciones, por una parte, y las 
asignaciones presupuestarias por otra. Si los resultados de las evaluaciones 
no logran afectar los procesos de asignación presupuestaria, será muy difícil 
desarrollar la demanda real de evaluación. Esta no tendría credibilidad.^ Y 
será entonces también difícil que la oferta de evaluaciones tenga adecuada 
capacidad técnica y flexibilidad para responder eficientemente. 

Si bien no hay ninguna fórmula que garantice que ese vínculo vaya 
a operar, una de las formas de elevar la probabilidad de que esto 
finalmente ocurra es la de introducir ex ante, en el proceso de 
negociación legislativa o burocrático, cláusulas que le den al ejecutivo, o 
a la entidad que sea del caso, la clara opción (el derecho jurídico) de no 
hacer apropiación presupuestaria posterior si no dispone de una 
evaluación de resultados que así lo valide. 

22 Sobre la importancia de la credibilidad de las evaluaciones, véase Wiesner (1992). 
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4. La evaluación como incentivo 

El argumento para desarrollar la evaluación más desde el lado de la 
demanda que de la oferta radica en que ésta tiene el potencial para actuar 
como tm incentivo o como premio para quien la demande o "compre", es 
decir, como su llave para tener acceso a los presupuestos. Si, en efecto, la 
política vincula los resultados de las evaluaciones a mayores (o menores) 
asignaciones presupuestarias, la evaluación estará actuando como un 
incentivo y se desarrollará el mercado de las evaluaciones. En esa difícil y 
compleja área de causalidad institucional son los incentivos los que alinean 
los procesos hacia soluciones más eficientes y más sostenibles." 
Finalmente, ello es lo que ocurre en los mercados privados, donde, por lo 
general, aquellos proyectos o políticas que no sean sostenibles no pueden 
durar tanto como sí lo hacen en los mercados públicos.^" 

5. La evaluación como ejercicio heurístico 

Más allá del papel de la evaluación como incentivo, es importante subrayar 
que, en su esencia, la evaluación de resultados es un ejercicio heurístico. Es 
vma forma de aprender^ de la experiencia y de verificar hipótesis sobre la 
forma como operan en la práctica los modelos teóricos. Dentro de este 
contexto, es una guía para "completar" los mercados económicos y 
políticos, donde siempre hay deficiencias, entre ellas fallas de ii\formación 
y restricciones de economía política que operan idiosincráticamente, según 
se trate de uno u otro sector, o de un país u otro. 

En todo caso, la evaluación de resultados y el aprendizaje que ésta 
pueda generar tienen potenciahnente un claro efecto presupuestario, pues 
en la medida en que la evaluación revela cómo mejorar el diseño y la 
ejecución de las políticas o de las reformas públicas, su ejercicio equivale a 
tma mayor disponibilidad de recursos. 

6. La evaluación y los mercados políticos 

Una vez dicho todo lo anterior, subsiste de todas formas vma pregunta 
fundamental para la cual no hay respuesta fácil. Se trata de la siguiente: si, 
ex ante, no hay garantía de que los resultados de las evaluaciones vayan a 
afectar las asignaciones presupuestarias, ¿por qué entonces habría alguien 
realmente interesado en hacerlas? Después de todo, ausencia de 

23 Wiesner (1998d) señala que el "algoritmo" de la economía institudonal se encuentra en los 
incentivos. 

24 Sobre el papel de la evaluación como incentivo, véase Stiglitz (1998). 
25 McAllister (1998) observa que si se mezcla la percepción de censura con la de rendición de 

cuentas se pierde la posibilidad de aprender. 

28 



evaluaciones reales no van a permanecer pasivos frente a la posibilidad y al 
peligro de que nuevas evaluaciones alteren el actual estado de cosas. 

En reaUdad, sólo hasta aquí llega el análisis económico. Aquí termina 
la capacidad de persuasión de la teoría económica y del m.odelo de los 
mercados, pero quienes salen ganando con laaquí comienza también el 
área de los mercados políticos,^ donde hay un enorme potencial para que 
éstos, complementando a los mercados económicos, establezcan incentivos 
políticos^' que conduzcan a evaluaciones de resultados en aquellas áreas 
donde parece evidente que los resultados podrían ser mejores. 

La combinación de presiones políticas y de búsqueda de mayor 
eficiencia ha sido destacada por Guerrero (1999), quien señala que en 
muchos países en desarrollo las presiones sobre el gobierno para que 
responda mejor son la "demanda primaria" para el desarrollo sostenible de 
la evaluación. Sin esa demanda, dice Guerrero, "cualquier esfuerzo para 
institucionalizar la evaluación en los sectores públicos terminará 
recibiendo poco apoyo y se evaporará". 

Según este experto, la "demanda" de evaluación surge de tres tipos de 
situaciones: i) al enfrentar correcciones fiscales, los países tienen que 
evaluar bien dónde hacen recortes y dónde mantienen recursos; ii) frente al 
fracaso de algimas políticas o de algvmos proyectos, los gobiernos 
advierten que no pueden permanecer pasivos si no quieren pagar un alto 
precio político, y iii) la sociedad civil se ha vuelto más consciente de su 
capacidad de exigirles rendición de cuentas a los gobiernos. Todo ello se 
traduce en una mayor demanda real de evaluaciones y del desarrollo de la 
capacidad técnica e institucional de la evaluación.^ 

Es interesante observar que Montenegro (1992) señalaba 
precisamente este tipo de entorno como uno de los determinantes de la 
decisión de la Asamblea Nacional Constituyente de Colombia para 
introducir la evaluación de resultados como norma constitucional.^ 

26 La teoría de la opción pública {public choice) parte del supuesto de que los mercados económicos y 
los mercados políticos son interdependientes e integrales. 

27 Uno de los aportes más importantes en este campo fue el de Downs (1957), quien planteó que la 
competencia entre los partidos políticos por conseguir votos tiene los mismos efectos saludables 
sobre el proceso político que los que tiene la competencia entre los agentes económicos sobre el 
proceso económico o de mercado. Si la competencia no es la panacea, sí es lo menos alejado de ella, 
tanto en lo económico como en lo político. La competencia aparece así como la gran síntesis o como 
el instrumento que concilia el interés económico e individual, por una parte, con el político y 
colectivo, por otra. 

28 Véase Guerrero (1999). 
29 Véase Montenegro (1992). 
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III. LA ESTRATEGIA DEL DESARROLLO 
OPERACIONAL DE LA EVALUACIÓN 

Suponiendo que se acepta la tesis sobre el potencial que tiene la evaluación 
de resultados como "modemizador" del Estado, las preguntas que surgen 
son ¿por dónde empezar? A un nivel general, ¿para todo el sector público? 
¿Hacerlo directamente o indirectamente? En breve, surge la pregunta de 
qué estrategia seguir. 

Aunque no hay una fórmula única, un enfoque basado en i) auto-
evaluaciones y en ii) evaluaciones estratégicas parece atractivo, y podría 
ser considerado por aquellos países que quieran fortalecer sus programas 
de evaluación. 

1. Los programas de autoevaluación 

Al peinar sobre la estrategia apropiada para el desarrollo de la evaluación, 
es importante recordar que esta última no tiene como objetivo castigar 
gestiones ni censurar a los funcionarios públicos o a los gerentes de las 
entidades públicas. Siendo ello así, sería difícil imaginar im programa de 
evaluaciones que tuviese éxito si se lo intenta imponer desde afuera y en 
forma directa. Lo indicado parece ser buscar mecanismos que incorporen la 
evaluación integralmente al quehacer de las entidades públicas. Al 
respecto observa Ocampo (1996b, p. 7): 

"Por gestión integral se entiende la articulación permanente de 
los procesos de planeación, ejecución y evaluación que se 
retroalimentan mutuamente y permiten el rediseño continuo 
de las acciones gubernamentales, siempre orientadas hacia el 
cumplimiento sistemático del Plan de Desarrollo. Obliga a la 
utilización de la evaluación como un elemento de aprendizaje 
que genere una retroalimentación continua del proceso, lo que 
supone, necesariamente, la activa participación ciudadana 
como garantía de que tales acciones se dirijan a la satisfacción 
de las necesidades de la sociedad y no se diluyan en esfuerzos 
inútiles y en desperdicio de recursos." 
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Dentro de este enfoque, las autoevaluaciones apuntan a que sean las 
propias instituciones y sus propios gerentes los que establezcan sus 
entornos de evaluación y sus maneras de corrección. El incentivo^ para 
ello, como se dijo antes, es su mayor acceso a los recursos. La ideabásica que 
hay detrás de las autoevaluaciones es no intervenir directamente y dar 
margen para que mecanismos de mercado o sustitutos del mercado puedan 
actuar según las características propias de cada institución, programa o 
proyecto.'' 

2. Las evaluaciones estratégicas y la estrategia 
de las evaluaciones 

Aimque el enfoque general sea el de las autoevaluaciones, ello no significa 
que no haya amplio espacio para realizar evaluaciones estratégicas que se 
concentren en aquellas políticas, programas y proyectos que hayan sido 
escogidas como las prioridades críticas del país, pero ¿cómo seleccionar las 
evaluaciones estratégicas?, ¿qué criterio aplicar? 

Una buena guía para escoger las evaluaciones estratégicas es 
examinar dónde está creciendo más rápidamente el gasto público o dónde 
existen claras señales de congestión o de fracaso. En América Latina y el 
Caribe, las prioridades parecen orientarse hacia un mayor gasto público y 
hacia la regulación, en lo que concierne al manejo de los monopolios 
públicos y los procesos de privatización. Pues bien, sería allí entonces 
donde habría que configurar evaluaciones estratégicas para descubrir por 
qué hay fallas y cómo se podrían corregir. 

Siguiendo uno de los principios básicos de la economía institucional 
(North, 1990), a saber, que las instituciones son las reglas de juego de las 
sociedades, es importante incluir dentro de las evaluaciones estratégicas 
algunas dirigidas a los marcos macroinstitucionales donde se establecen 
reglas, conductas y procedimientos, como son los relacionados con la oferta 

30 La importancia del papel de los incentivos reales no se puede exagerar. Una evaluación de 
SINERGIA (el programa de evaluación de Colombia) hecha por un equipo de expertos, 
subrayó que los incentivos tienen que formar parte de programas integrales de planeación, 
de selección de prioridades y de fortalecimiento institucional. Véase Banco Mundial 
(1997). 

31 Sobraría decir que detrás de un programa de autoevaluación hay todo un conjunto de 
condiciones técnicas, ir\stitucionales y presupuestarias que aquí, por brevedad, no se 
tratan. Sobre este tema, véase Escobar (1996). 
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monetaria, con la seguridad social, con la justicia, y con los procesos de 
regulación y de privatización. Es en esos marcos macroinstitucionales 
donde puede haber grandes fallas en la organización económica^^ y en el 
manejo gerencial. Su evaluación, en muchos casos, es más estratégica 
que la evaluación de proyectos o programas, pues son esas "macro" 
reglas de juego las que determinan la eficacia de los procesos que 
ocurren en su interior.^ 

32 Lo que Williamson (1991) llama "la organización institucional". 
33 La economía institucional trabaja en dos niveles de análisis. El lüvel "macro", que se refiere 

al entorno institucional de mayor jerarquía. En él se ubican las reglas fundamentales sobre, 
por ejemplo, el marco económico (política fiscal, monetaria y cambiaría), el marco poKtico 
(Congreso, gobiernos locales, elecciones y votaciones), el marco social (seguridad sodal, 
salud, educación, recreación), y el marco legal (derechos de propiedad, sistema judicial. 
Corte Suprema y otros). El segundo nivel de análisis es el "micro", que corresponde a lo 
que se podrían llamar las relaciones "horizontales" entre estas orgaiüzaciones o entre los 
agentes que operan dentro de estos sectores y entre ellos. La comunicación entre los dos 
niveles es de doble vía aimque, por lo general, la más prevaleciente es de arriba hacia abajo. 
Sobre las consecuencias de esta interacción sobre las reformas en América Latina y el 
Caribe, véase Díaz Cayeros (1997). 
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